SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°106
RADICACIÓN:   660013109006201700072-01

ACCIONANTE: LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS
CONFIRMA Y ADICIONA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 09 de octubre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo y adiciona
Radicación Nro. :
660013109006201700072-01

Accionante: 
LUZ AIDA CARDONA GONZÁLEZ
Accionado:
LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [S]in lugar a dudas, que era imperiosa la protección del derecho de petición que le fuera vulnerado a la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS, al no informarle cuáles habían sido los resultados de su trámite; pero además de ello, se evidencia igualmente que por parte de la Secretaría de Educación también se quebrantó el derecho al debido proceso, por cuanto se ha omitido por su parte el deber legal que le asiste de corregir el proyecto de acto administrativo, con miras a dar cumplimiento a la orden judicial, al tener como soporte los reparos que le fueron comunicados a la entidad territorial por parte de la FIDUPREVISORA. DERECHO AL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO. Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o gestión administrativa que se tramite, y acá lo que se evidencia es la omisión por parte de la Secretaría de Educación del Departamento en el cumplimiento de las funciones que le fueron encomendadas por el Decreto 2831 de 2005. En ese orden de ideas, la Colegiatura acompañará parcialmente la providencia adoptada por el a quo, en cuanto amparó el derecho de petición que le fue vulnerado a la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS, pero adicionará la sentencia en el sentido de tutelar el derecho fundamental al debido proceso que ha sido trasgredido por la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda y en consecuencia, se dispone que dicha entidad dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, y de no haberlo realizado con antelación, proceda a expedir el nuevo proyecto de acto administrativo, donde deberán tener en cuenta las observaciones efectuadas por la FIDUPREVISORA, al momento de hacer devolución del inicial diligenciamiento sin “visto bueno”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (9) de octubre de dos mil diecisiete (2017)
                                                                 Acta de Aprobación N° 1051
                                                Hora:10:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Dirección Administrativa de la Gobernación del Departamento de Risaralda, contra la sentencia proferida por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada mediante apoderado judicial por la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS.
2.- DEMANDA 

Expresa el abogado de la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ, que en marzo 2 de 2017 solicitó al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación del Risaralda, que se diera cumplimiento a un fallo judicial dictado a favor de su cliente, sin que pasados cuatro meses desde su radicación se le hubiere dado respuesta alguna.

Reclama por tanto se proteja el derecho fundamental de petición que estima vulnerado por parte de dichas entidades.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda y luego vinculó a la FIDUPREVISORA, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- La Dirección Administrativa de la Gobernación, indicó que mediante oficio 000402-4548 de marzo 9 de 2017 se remitió por competencia a la Fiduciaria la Previsora S.A. el expediente completo de la solicitud prestacional de la docente LUCÍA IDALBA RAMIÍREZ HOYOS, para su revisión y aprobación, que fuera debidamente recibido en marzo 13 de 2017, de lo cual se le ha comunicado al apoderado de la accionante. Reitera que el trámite se encuentra en la FIDUPREVISORA en Bogotá, para su legalización.  Pide en consecuencia no se accedan a las pretensiones de la accionante y se exonere de responsabilidad a la Secretaría de Educación del Departamento.

- El Representante Legal de Fiduciaria La Previsora –FIDUPREVISORA S.A.- en cuanto al caso concretó, expresó: (i) como la solicitud objeto de reclamo se presentó ante la Secretaría de Educación de Risaralda, es esta entidad la encargada de dar respuesta a lo pedido; (ii) informa que por parte de dicha Secretaría se radicó en  marzo 23 de 2017 el proyecto de acto administrativo respectivo, y el Fondo en marzo 27 negó el mismo, para que se subsanaran las inconsistencias allí advertidas, el cual fue devuelto al ente territorial en abril 5 de 2017 por oficio 20170170414531, sin visto bueno, sin que a la fecha se haya radicado nueva petición; (iii) FIDUPREVISORA ha cumplido con el procedimiento de ley y no puede concluirse que haya vulnerado derecho alguno, y (iv) pide se abstenga el despacho de proferir fallo en su contra, se le desvincule del trámite y se requiera a la Secretaría de Educación para que les allegue el proyecto de acto administrativo de reconocimiento de la reliquidación de la pensión de jubilación.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de agosto 30 de 2017 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que tuteló el derecho fundamental de petición de la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS y le ordenó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que dentro de las 48 horas siguientes diera respuesta al reclamo elevado por el apoderado de la accionante en marzo 2 de 2017; así mismo, desvinculó del trámite a la Fiduprevisora.

4.- IMPUGNACIÓN

La Dirección Administrativa de la Gobernación de Risaralda se mostró inconforme con la decisión adoptada pero hizo alusión a los mismos argumentos que entregó al responder la tutela para pedir que no se accedan a las pretensiones del accionante y se exonere a la Secretaría de Educación del Departamento de cualquier responsabilidad en esta tutela, por cuanto el trámite prestacional se encuentra para su legalización ante la Fiduciaria La Previsora, respecto de lo cual nuevamente allega copia del oficio de remisión de marzo 9 de 2017.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS concurre ante el juez constitucional por medio de apoderado judicial, con el fin de lograr la protección del derecho de petición que considera vulnerado por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio/Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, al no haber dado respuesta de fondo a la solicitud elevada en marzo 2 de 2017.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto pro4puesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 
Frente a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.[…]”
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se advierte que le asistía razón a la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS al instaurar la tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición desde marzo 2 de 2017, por medio de apoderado, de los resultados del mismo solo tuvo conocimiento a razón de lo informado dentro de esta acción de amparo, al no evidenciarse que por parte de la Secretaría de Educación se le hubiera enviado comunicación alguna, indicándole el trámite que surtía su solicitud, esto es que desde marzo 9 de 2017 su reclamo había sido remitido a la FIDUPREVISORA para su revisión y visto bueno. 
Tal situación es la que motiva a la entidad territorial para pedir su desvinculación de esta acción por haber adelantado el procedimiento respectivo ante la FIDUPREVISORA en relación con la petición elevada por la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ, pero lo que olvidó decir la Dirección Administrativa de la Gobernación de Risaralda, es que el proyecto que se envió para su estudio y aprobación concluyó “sin visto bueno”, como de manera categórica lo informó la representante legal de la FIDUPREVISORA en su alzada.
Ello nos permite predicar que en efecto la Secretaría de Educación del Risaralda realizó el proyecto con el fin de atender lo requerido por la señora RAMÍREZ HOYOS para el reconocimiento de la prestación ordenada por el Juzgado Cuarto Administrativo de Pereira, y aunque entre la solicitud y la fecha de envío del expediente a la FIDUPREVISORA tardaron solo 20 días aproximadamente -de marzo 2 a marzo 23 de 2017-, una vez allí y al no cumplirse con los requisitos necesarios les fue devuelta en abril 5 de 2017
, para que subsanaran las inconsistencias advertidas. 
De lo anterior nada se dijo por parte de la Secretaría de Educación, pese a que de conformidad con lo reglado en el  numeral 3º, artículo 3º del Decreto 2831/2005, son quienes deben: “Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación […]“, y no obstante que ello en principio se cumplió, al no haber sido aprobado tal proyecto por parte de la fiduciaria, la obligación de la Secretaría era la de efectuar las correcciones a que hubiere lugar y enviarlo nuevamente para su estudio y aprobación, de lo cual nada se sabe.
Como se aprecia, le asistía por tanto interés legítimo a la accionante al indicar que en momento alguno por parte del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio/Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda se le había respondido el reclamo elevado y ello se encuentra perfectamente claro, pues aunque radicó una petición en marzo 02 de 2017, ninguna respuesta se le ha entregado, salvo lo que la entidad mencionó dentro de este trámite, sin que ello supla la obligación que tiene de comunicar al interesado lo pertinente.

Véase además, que aunque desde abril de 2017
 ya tenía conocimiento la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda que ese inicial proyecto enviado a la FIDUPREVISORA no concluyó con la aprobación de su requerimiento prestacional, fueron enfáticos en señalar tanto al momento de contestar la tutela, como al instante de interponer la impugnación, que ya habían cumplido con su obligación al haber remitido en marzo 9 de 2017 el expediente de la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ a la FIDUPREVISORA, lo que deja entrever la existencia de un desorden administrativo que les impide saber qué actividades están pendientes de desarrollar, como ocurre en este caso específico.
Significa lo antes mencionado, que al día de hoy, por parte de la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda tampoco se ha dado trámite a las exigencias que echó de menos la FIDUPREVISORA para adecuar el proyecto relacionado con el pago de las acreencias prestacionales que por vía judicial se otorgaron en favor de la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ, toda vez que solo se limitaron a decir que enviaron una inicial documentación, sin explicar qué sucedió con el mismo.
Dicha circunstancia conlleva predicar, sin lugar a dudas, que era imperiosa la protección del derecho de petición que le fuera vulnerado a la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS, al no informarle cuáles habían sido los resultados de su trámite; pero además de ello, se evidencia igualmente que por parte de la Secretaría de Educación también se quebrantó el derecho al debido proceso, por cuanto se ha omitido por su parte el deber legal que le asiste de corregir el proyecto de acto administrativo, con miras a dar cumplimiento a la orden judicial, al tener como soporte los reparos que le fueron comunicados a la entidad territorial por parte de la FIDUPREVISORA.
En relación con la protección del debido proceso, la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o gestión administrativa que se tramite, y acá lo que se evidencia es la omisión por parte de la Secretaría de Educación del Departamento en el cumplimiento de las funciones que le fueron encomendadas por el Decreto 2831 de 2005.
En ese orden de ideas, la Colegiatura acompañará parcialmente la providencia adoptada por el a quo, en cuanto amparó el derecho de petición que le fue vulnerado a la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS, pero adicionará la sentencia en el sentido de tutelar el derecho fundamental al debido proceso que ha sido trasgredido por la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda y en consecuencia, se dispone que dicha entidad dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, y de no haberlo realizado con antelación, proceda a expedir el nuevo proyecto de acto administrativo, donde deberán tener en cuenta las observaciones efectuadas por la FIDUPREVISORA, al momento de hacer devolución del inicial diligenciamiento sin “visto bueno”.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE  la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en cuanto se amparó el derecho fundamental de petición de que es titular la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS, pero SE ADICIONA la misma en cuanto SE TUTELA el derecho al debido proceso administrativo que fue vulnerado por la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda.

SEGUNDO: SE ORDENA al Secretario de Educación del Departamento de Risaralda, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes a la notificación de esta sentencia y de no haber obrado en tal sentido con antelación, expida el nuevo proyecto de acto administrativo, referente al reconocimiento prestacional que vía judicial le fue otorgado a la señora LUCÍA IDALBA RAMÍREZ HOYOS, teniéndose en cuenta para ello las observaciones efectuadas por la FIDUPREVISORA.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ver folios 35 y ss. Cdno. Principal.


� Al consultar la página � HYPERLINK "http://www.redservi.co/CO-es/content/seguimiento-env%C3%ADos" �http://www.redservi.co/CO-es/content/seguimiento-env%C3%ADos�, de la empresa de correo Red Servi, se aprecia que la documentación enviada por la Fiduprevisora, fue entrega a su destinatario –Secretaría de Educación del Departamento- en abril 7 de 2017. 


� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005.
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